
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
EJECUTIVO / EXCEPCIÓN DE PAGO / LA CARGA PROBATORIA LA TIENE QUIEN LA PROPONE / FACTURAS DE VENTA / ANÁLISIS PROBATORIO.
La sociedad demandada, para sustentar la excepción de “pago y/o inexistencia de la obligación”, dijo que ha satisfecho las obligaciones por las que se le ejecuta, mediante transferencia electrónica, en cuenta bancaria de la demandada, excepto las sumas de $4.864.566 y $9.831.100, que corresponden en su orden a las facturas 980 y 994. La excepción de cobro de lo no debido se edificó también en el pago de la obligación, y además en la circunstancia de que los abonos realizados, por la suma de $208.887.700,64, no fueron imputados a las facturas respecto de las cuales se hizo el pago…
El pago, al tenor del artículo 1626 del Código Civil, es la prestación de lo que se debe y corresponde demostrarlo a quien lo realiza de acuerdo con la regla contenida en el artículo 1757 del mismo código, según el cual “incumbe probar las obligaciones o su extinción a quien alega aquellas o éstas”. (…)
Se colige de lo expuesto, que como lo alega el impugnante, sin fundamento probatorio alguno, el juzgado de primera sede declaró probadas las excepciones propuestas por la parte demandada, y llegó a la conclusión final, sin indicar de manera expresa las fórmulas matemáticas o procedimentales que empleó para obtenerla. (…)
En la etapa probatoria del proceso se escuchó en interrogatorio al representante legal de la sociedad demandante, pero de este no se logró la confesión sobre la satisfacción de la acreencia. Al respecto ni siquiera se le interrogó.

Además declaró el señor Rodolfo Ramírez Marín, jefe regional de cuentas médicas en Coomeva EPS, cargo que ocupa hace cuatro años. Dijo él, para lo que al caso interesa, que todas las deudas que tenía esa entidad con la demandante, fueron pagadas, de manera oportuna…; pero la EPS solo liquidaba el capital, mas no intereses de mora porque estos se generan bajo instancias judiciales, por requerimientos de los prestadores, porque finalmente la parte de salud no implica aceptación ni liquidación de intereses…
Ese testimonio tampoco acredita el pago de que se trata, pues aunque aduce que la EPS demandada lo hizo respecto de las acreencias que tenía con la demandante, mediante giros de las cuentas de Coomeva EPS a las de sus distintos prestadores, no explicó en forma detallada cómo se produjo cada una de las facturas que se aportaron como recaudo ejecutivo…
Ninguna otra prueba obra en el plenario que sustente la primera de las excepciones de que se trata, y por ende, ha debido declararse no probada.

Lo mismo ha debido ocurrir con la segunda, pues tampoco se aportó alguna de la que pueda inferirse que fue errada la forma como se imputaron los abonos a que se refiere el hecho veinte de la demanda.
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HECHOS: El 1º de agosto de 2013 Cemprec SAS y Coomeva EPS SA suscribieron contrato de compraventa de servicios de salud, con una duración de doce meses, término que fue prorrogado por las partes. 
En ese contrato se pactó que Coomeva cancelaría esos servicios en la ciudad de Pereira y dentro de los 5 días siguientes al término de 30 días, contado a partir de la presentación de la factura de venta. 
La sociedad demandada, por intermedio de uno de sus funcionarios, recibió para su radicación, en muestra de aceptación, las siguientes facturas de venta identificadas por su número, fecha de recibo y monto: a) No. 842 presentada el 1º de abril de 2015 por valor de $9.540.082; b) No. 865 presentada el 4 de mayo de 2015 por valor de $10.200.000; c) No. 880 presentada el 1º de junio de 2015 por valor de $6.225.000; d) No. 895 presentada el 2 de julio de 2015 por valor de $10.415.282; e) No. 904 presentada el 4 de agosto de 2015 por valor de $10.425.000; f) No. 917 presentada el 1º de septiembre de 2015 por valor de $6.975.000; g) No. 927 presentada el 1º de octubre de 2015 por valor de $8.000.000; h) No. 937 presentada el 8 de octubre de 2015 por valor de $2.475.000; i) No. 944 presentada el 3 de noviembre de 2015 por valor de $11.375.000; j) No. 960 presentada el 1º de diciembre de 2015 por valor de $9.050.000; k) No. 970 presentada el 4 de enero de 2016 por valor de $9.150.000; l) No. 980 presentada el 4 de enero de 2016 por valor de $8.675.000; m) No. 985 presentada el 1º de febrero de 2016 por valor de $450.000; n) No. 993 presentada el 15 de febrero de 2016 por valor de $3.050.000 y o) No. 994 presentada el 15 de febrero de 2016 (sic) por valor de $2.250.000.
Esa entidad adeuda el valor de cada una de esas facturas, las cuales corresponden al mes inmediatamente anterior al que fueron radicadas, más los intereses moratorios que se causen desde el 17 de mayo de 2016.

Para el 16 mayo de 2016 el valor de las facturas Nos. 630, 655, 670, 685, 699, 715, 726, 743, 752, 764, 808, 818, 782, 791 y 832, más el de aquellas por las que se promueve la ejecución, y los intereses, ascendía a $317.142.564,64; los diferentes abonos que hizo la ejecutada en diferentes oportunidades, más la retención en la fuente de las mismas, sumaban $208.887.700,64. Estos abonos se imputaron a los intereses adeudados sobre todas las facturas y el excedente se aplicó al capital; quedaron pagas algunas, y un saldo insoluto sobre las relacionadas en los hechos de la demanda, por valor de $108.254.864.
PRETENSIONES: Librar mandamiento de pago a favor de la demandante y a cargo de los demandados, por los montos contenidos en las facturas de venta Nos. 842, 865, 870, 880, 895, 904, 917, 927, 937, 944, 960, 980, 985, 993 y 994, así como los intereses moratorios causados a partir del 17 de mayo de 2016 y las costas y agencias en derecho.
MANDAMIENTO DE PAGO: Se libró el 26 de mayo de 2016, en la forma solicitada. El apoderado de la demandada interpuso recurso de reposición contra esa providencia, la que no se repuso en proveído del 28 de octubre del mismo año.
PRONUNCIAMIENTO DE LA PARTE DEMANDADA: Por medio de su apoderado se pronunció sobre los hechos de la demanda. Alegó que: a) la modalidad de pago a que se hace referencia en el libelo, está condicionada a que esa EPS acepte integralmente la factura; b) a la fecha no se adeuda ninguno de los valores que se pretende cobrar pues a pesar de que las facturas Nos. 842, 865, 880, 895, 904, 917, 927, 937, 944, 960, 970 y 993 no fueron aceptadas de forma inmediata por Coomeva, fueron canceladas mediante transferencias electrónicas realizadas los días 8 de febrero, 18 de marzo, 23 de abril, 29 de julio de 2016; a cada uno de esos depósitos se descontó el valor por retención en la fuente. Por tanto si bien ese pago se produjo de forma extemporánea, solo se adeudan los valores correspondientes a las facturas Nos. 980 y 994 “por una diferencia en el valor de dicha factura”. 
También dijo que a pesar de que en las pretensiones de la demanda se incluyeron los valores por las facturas Nos. 630, 655, 670, 685, 699, 715, 726, 743, 752, 764, 808 y 818, estas no fueron incorporadas al expediente.  
Propuso como excepciones de fondo las que denominó “pago y/o inexistencia de la obligación”, “cobro de lo no debido” y “ecuménica”.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 5 de marzo de 2018. En ella se declararon probadas parcialmente las excepciones de pago, inexistencia de obligación y cobro de lo no debido; se ordenó seguir adelante con la ejecución por el valor de $9.654.514 por capital e intereses a la fecha de la sentencia y se abstuvo de imponer condena en costas. Luego aclaró “que se dispone seguir adelante la ejecución por la suma global indicada, pero relativa a cada una de las facturas por las sumas que también se señalaron en la sentencia; es decir como se trata de capitales independientes, la ejecución va continuar respecto de cada uno de ellos por los valores parciales a los que se aludió en la sentencia.”

Posteriormente, ante una aclaración solicitada por el apoderado de la parte demandante, dijo: “voy a repetir entonces la parte en la que se dispone seguir adelante la ejecución, corresponde a cada una de las facturas con saldos insolutos o que a consideración del despacho tienen saldos insolutos: factura número 980, se continúa adelante la ejecución por la suma de $8.971.233 capital e intereses a la fecha 5 de marzo de 2018, correspondiendo por capital la suma de $6.275.514 y por intereses $2.399.486; factura número 985, se dispone continuar adelante la ejecución por la suma de $34.070 por concepto de capital y $414.535 por concepto de intereses; factura número 993, se dispone seguir adelante la ejecución por la suma de $107.616 por concepto de capital y $46.227 por concepto de intereses; factura 994, $337.046 por concepto de capital y $143.788 por concepto de intereses.” 

Las consideraciones de esa providencia, serán analizadas al hacer lo propio con lo que fue motivo de impugnación.

APELACIÓN: Las partes, inconformes con el fallo lo impugnaron. Sin embargo, en esta sede la demandada desistió del recurso que formuló, manifestación de la voluntad que fue aceptada mediante proveído del 3 de septiembre de 2018. 
La parte ejecutante, que en últimas es la única apelante, alegó para sustentar el medio de impugnación que propuso, que el juzgado de primera instancia, sin justificación alguna, desestimó el dictamen contable y decidió aplicar los abonos efectuados antes del 17 de mayo del 2016 a las facturas que fueron presentadas como fundamento del recaudo, a pesar de que en la demanda se planteó que estos abonos habían sido imputados primero a intereses y después a capital de las facturas pendientes de cobro desde el mes de febrero del 2014, lo que significa que las facturas señaladas en el hecho vigésimo de la demanda quedaron canceladas en su totalidad, mientras que las que sirven de recaudo, solo se cancelaron los intereses moratorios hasta el 16 de mayo de 2016.

A pesar de la claridad de esos planteamientos, de que en forma expresa se indicó cuáles eran la facturas por cobrar, con sus correspondientes saldos e intereses moratorios a partir del 17 de mayo del 2016, y de que los únicos abonos que Coomeva había hecho con posterioridad a esa fecha ascienden a $11.600.000, el juzgado de primera instancia, sin fundamento alguno, concluyó que el saldo adeudado era de $9.654.514   
Aunque Coomeva aportó unos cuadros en los que identificó unos supuestos abonos realizados a las facturas, sobre ello dejó de aportar el soporte probatorio respectivo, con el agravante de que tampoco prestó la colaboración necesaria a la auxiliar de la justicia que los requirió para obtener esa información, motivo por el cual, al evadir la carga probatoria que le correspondía, queda demostrado que el valor de capital y de intereses moratorios adeudados es el señalado en la demanda. Sin embargo, el juzgado tuvo por acreditados tales abonos. 
Considera que el fallo de primera instancia carece de congruencia con los hechos y las pretensiones de la demanda y lo que resultó probado en el proceso. 

Solicita se revoque el fallo impugnado y se rehaga la liquidación del crédito de conformidad con los lineamientos legales, tomando como referencia el dictamen contable incorporado.
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA:  
Se procede a dictar sentencia de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso el apoderado judicial de la sociedad accionante, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 5 de marzo de 2018, en este proceso ejecutivo que la sociedad Centro Médico Preventivo y de Rehabilitación Cardiopulmonar S.A.S. le propuso a Coomeva EPS S.A.
CONSIDERACIONES
1. No existe nulidad alguna que afecte le validez de lo actuado y los presupuestos procesales se encuentran debidamente reunidos. Es entonces del caso decidir el asunto con sentencia de fondo.

2. De acuerdo con los argumentos planteados por la parte  demandante al sustentar el recurso de apelación, corresponde a esta Sala establecer si la parte demandada probó las excepciones de fondo que propuso y que denominó “pago y/o inexistencia de la obligación” y “cobro de lo no debido”, que declaró prósperas parcialmente el juzgado de primera sede, en la sentencia que se revisa.

En ella, se recuerda, además, inicialmente, se ordenó seguir adelante con la ejecución por la suma de $9.654.514 correspondientes a capital e intereses a la fecha de la sentencia; luego se aclaró “que se dispone seguir adelante la ejecución por la suma global indicada, pero relativa a cada una de las facturas por las sumas que también se señalaron en la sentencia y posteriormente, ante una aclaración solicitada por el apoderado de la parte demandante, se expresó: “voy a repetir entonces la parte en la que se dispone seguir adelante la ejecución, corresponde a cada una de las facturas con saldos insolutos o que a consideración del despacho tienen saldos insolutos: factura número 980, se continúa adelante la ejecución por la suma de $8.971.233 capital e intereses a la fecha 5 de marzo de 2018, correspondiendo por capital la suma de $6.275.514 y por intereses $2.399.486; factura número 985, se dispone continuar adelante la ejecución por la suma de $34.070 por concepto de capital y $414.535 por concepto de intereses; factura número 993, se dispone seguir adelante la ejecución por la suma de $107.616 por concepto de capital y $46.227 por concepto de intereses; factura 994, $337.046 por concepto de capital y $143.788 por concepto de intereses.” 

3. Está inconforme el demandante con el fallo, porque a su juicio, la parte demandada no demostró el pago alegado, a pesar de lo cual fue reconocido parcialmente por el juzgado, sin fundamento probatorio; mediante el empleo de fórmulas contables que no se entienden; con desconocimiento de los hechos planteados en la demanda y especialmente el vigésimo y del dictamen pericial practicado.

4. La sociedad demandada, para sustentar la excepción de “pago y/o inexistencia de la obligación”, dijo que ha satisfecho las obligaciones por las que se le ejecuta, mediante transferencia electrónica, en cuenta bancaria de la demandada, excepto las sumas de $4.864.566 y $9.831.100, que corresponden en su orden a las facturas 980 y 994. La excepción de cobro de lo no debido se edificó también en el pago de la obligación, y además en la circunstancia de que los abonos realizados, por la suma de $208.887.700,64, no fueron imputados a las facturas respecto de las cuales se hizo el pago, “sino, a la voluntad torticera de la parte ejecutante con miras a lucrarse realizando cobros infundados sobre la totalidad de una deuda inexistente a la fecha en que quiso imputar los pagos realizados”.
5. El pago, al tenor del artículo 1626 del Código Civil, es la prestación de lo que se debe y corresponde demostrarlo a quien lo realiza de acuerdo con la regla contenida en el artículo 1757 del mismo código, según el cual “incumbe probar las obligaciones o su extinción a quien alega aquellas o éstas”.


6. Ese pago parcial de las obligaciones fue reconocido en la sentencia de primer grado, con fundamento en los argumentos que a continuación se analizan: 
6.1 Se expresó que en el escrito por medio del cual la sociedad demandante se pronunció sobre el recurso de reposición que frente al mandamiento ejecutivo interpuso su contraparte, mencionó algunos abonos y las circunstancias en que se dieron.

En ese memorial se indicó que en reunión con la funcionaria de Coomeva y de dos de sus abogados, se hizo entrega  de la relación de facturas que contienen el número, fecha real, fecha de radicado, valor, fecha de pago, valor pagado y retefuente (folio 86, C 1); además, aportó el apoderado de la sociedad demandante unos escritos que contienen la relación de las referidas facturas, que obran a folios 88 a 91 del cuaderno No. 1. Empero, además de que esos documentos no acreditan el pago que consideró demostrado el juzgado, pues no dan cuenta de abono alguno a las facturas que se cobran por medio de esta ejecución, tampoco se ordenaron tener como prueba.

6.2 Se encontró probado el pago en memorial por medio del cual se pronunció la parte actora sobre las excepciones de fondo, en el que se hizo alusión a unos abonos y se acompañó copia de las comunicaciones mediante las cuales se informó acerca de ellas, documentos que corresponden a mensajes de datos, los que de acuerdo con la ley procesal tienen el valor probatorio de los documentos.
En ese escrito, (F 105 y ss, C 1) se refiere el apoderado de la sociedad demandante a unos abonos realizados  por la accionada los días 8 de febrero, 18 de marzo y 23 de abril de 2016, respecto de los cuales dice, se imputaron a intereses moratorios y a capital y por eso, en el hecho vigésimo de la demanda se  relacionaron las facturas que quedaban pagadas. 

En esas manifestaciones no puede hallarse una confesión, que parece fue lo que hizo el juzgado sin decirlo expresamente, pues no reconoció la entidad demandante un pago, ni siquiera parcial, de las obligaciones por las que promovió la ejecución, pues además de referirse la parte actora a unos abonos, también hizo referencia al  hecho vigésimo de la demanda, en el que explicó la forma como se imputaron todos los que se realizaron hasta el 16 de mayo de 2016, que incluyen los que mencionó en el memorial a que se hace alusión.

Sí aclaró el mencionado profesional que después de formulada la acción, los demandados hicieron dos abonos, uno por la suma de $11.038.660, el 29 de julio de 2016, y otro por $2.643.034 el 5 de agosto del mismo año (F 107, C 1). Estos, sí deberán ser tenidos en cuenta al liquidar el crédito.
6.3 En la sentencia se mencionan otros abonos realizados con posterioridad al 16 de mayo de 2016, concretamente los siguientes, todos de ese mismo año: $2.856.184 y $2.989.000 del 29 de julio; $423.800 del 5 de agosto y $1.951.400 del 5 de agosto de 2016. Respecto de ellos, se dice, deben imputarse a las obligaciones en cobro, pero ignora la Sala cuál es la prueba que acredita su existencia, pues de manera concreta no se indició alguna.
Se hizo alusión al escrito que contiene la respuesta a las excepciones y al dictamen pericial, pero en el primero no se mencionan y respecto del segundo, concluyó el juzgado que carece de valor demostrativo respecto del saldo de la obligación, porque en él se acudió en primer lugar a cada uno de los abonos, incluidos los que se hicieron con anterioridad a la fecha desde la cual se reclaman los intereses, y porque se imputaron a obligaciones que no son objeto de recaudo. Además, porque al sustentarlo se refirió la perito a errores en los que incurrió al digitarlo, en la formulación de los planteamientos y en la introducción de las fórmulas que conducen inevitablemente a restarle credibilidad en cuando a la solidez de los argumentos o de las razones que le sirven  de base a las conclusiones adoptadas. 
De esa manera las cosas, tampoco en ese trabajo podía hallarse la prueba de los abonos que menciona la sentencia que se revisa, más aun, cuando la persona que lo presentó, dijo que la parte demandada no le suministró ningún documento “pertinente a la aplicación pericial”, aunque se le requirió en reiteradas ocasiones con ese fin, y a pesar de que sobre ella, como se ha dicho, pesaba la carga de probar el pago.
6.4 Se expresa en el fallo de primer grado que correspondía entonces tomar cada una de las facturas en cobro e imputarle los pagos posteriores al 16 de mayo de 2016, primeramente a los intereses y seguidamente al capital o capitales adeudados, previo a la cual, pone de presente que la entidad demandada adeudaba unas sumas de dinero señaladas en la contestación a la demanda, pero esos valores no coinciden con la imputación de los pagos que seguidamente se hará y se dispondrá seguir adelante la ejecución “de los que resulten de ese cálculo al que se hace referencia.”
Desconoce este Tribunal cuáles son los abonos realizados con posterioridad a tal fecha, distintos de los dos que reconoció el apoderado de la parte actora se hicieron después de formulada la demanda, pues como se expresó con anterioridad, a algunos hizo referencia el juzgado, sin expresar el fundamento probatorio de ese aserto.

La ejecutada sí dijo en su respuesta a la demanda que debía las sumas de $4.864.566 y $9.381.100, correspondientes a las facturas 980 y 994 en su orden (F 100, C 1), pero el juzgado, nuevamente, sin sustento probatorio alguno, dice que esos valores no coinciden con la liquidación que hará, sin que alguna hubiese hecho en la audiencia de juzgamiento.
Insiste, sin respaldo en prueba alguna, en que los abonos están demostrados y que no era procedente imputarlos a obligaciones que no correspondían al objeto del litigio, pero tampoco explica la razón de su conclusión.

De esa manera, da por saldadas las obligaciones contenidas en las facturas Nos. 842, 865, 880, 895, 904, 917, 927, 937, 944, 960 y 970; luego aduce que corresponde hacer la imputación de los abonos posteriores, que tampoco se sabe cuáles son, desde la fecha en que se solicitó el cobro de intereses moratorios por las facturas restantes, es decir 980, 985, 993 y 994 a la tasa prevista por la DIAN, a partir del 17 de mayo de 2016 como se determina en las pretensiones.

Y concluye que efectuadas tales operaciones, en primer lugar hasta la fecha del abono del 29 de junio de 2016, para reconfeccionar el capital a partir del cual se calculan los intereses moratorios, se tiene que la factura 980 arroja un saldo por capital e intereses de $8.971.231; la factura 985 por capital e intereses de $48.604; la factura 993 un saldo de capital e intereses de $153.843 y la factura 994 un saldo por capital e intereses de $480.834, para un gran total de capital e intereses de $9.654.514. Pero tampoco, explica el procedimiento matemático empleado para  obtener tales cifras.

Aquí, vale la pena resaltar que el acta elaborada por el juzgado contiene unas liquidaciones que no se mencionaron en la audiencia de juzgamiento y que la parte resolutiva no coincide totalmente con lo que efectivamente se decidió, con motivo de las aclaraciones que se hicieron al fallo proferido y a las que antes se hizo alusión.
7. Se colige de lo expuesto, que como lo alega el impugnante, sin fundamento probatorio alguno, el juzgado de primera sede declaró probadas las excepciones propuestas por la parte demandada, y llegó a la conclusión final, sin indicar de manera expresa las fórmulas matemáticas o procedimentales que empleó para obtenerla. 
8. Para suplir esa omisión, analizará este tribunal los medios probatorios que aportó la sociedad demandada para acreditar las referidas excepciones y para decirlo de una vez, ninguno se arrimó o para demostrar el desembolso alegado, ni la indebida imputación del que hizo.
Se limitó el apoderado de la parte demandada a relacionar los pagos realizados y  como prueba aportó un disco compacto en el que también a ellos se hace  referencia, pero no incorporó documento alguno que diera cuenta de las transferencias que dice, se hicieron a la cuenta bancaria de la sociedad demandante.
En la etapa probatoria del proceso se escuchó en interrogatorio al representante legal de la sociedad demandante, pero de este no se logró la confesión sobre la satisfacción de la acreencia. Al respecto ni siquiera se le interrogó.
Además declaró el señor Rodolfo Ramírez Marín, jefe regional de cuentas médicas en Coomeva EPS, cargo que ocupa hace cuatro años. Dijo él, para lo que al caso interesa, que todas las deudas que tenía esa entidad con la demandante, fueron pagadas, de manera oportuna, en la medida en que se efectuaban las liquidaciones de las facturas o se efectuaban las conciliaciones de las glosas, y habría que validar frente a los términos del contrato, si existió alguna mora; pero la EPS solo liquidaba el capital, mas no intereses de mora porque estos se generan bajo instancias judiciales, por requerimientos de los prestadores, porque finalmente la parte de salud no implica aceptación ni liquidación de intereses; que los pagos se notificaban a la entidad demandada al correo registrado en los contratos y se hacían por medio de giros de las cuentas de Coomeva EPS al Banco de Occidente, abonados a las cuentas de los prestadores.

Ese testimonio tampoco acredita el pago de que se trata, pues aunque aduce que la EPS demandada lo hizo respecto de las acreencias que tenía con la demandante, mediante giros de las cuentas de Coomeva EPS a las de sus distintos prestadores, no explicó en forma detallada cómo se produjo cada una de las facturas que se aportaron como recaudo ejecutivo; es decir,  cuándo, cuál fue su valor, ni dio alguna otra razón de la que pueda inferirse que en realidad se enteró de que las obligaciones por las que ejecuta a la demandada fueron totalmente satisfechas. Además, ni siquiera dio la razón de la ciencia de su dicho como lo exige el artículo 221 del CGP, sin que pueda el tribunal suponer que lo sabe con motivo del cargo que desempeña en la EPS demandada.

Ninguna otra prueba obra en el plenario que sustente la primera de las excepciones de que se trata, y por ende, ha debido declararse no probada.

Lo mismo ha debido ocurrir con la segunda, pues tampoco se aportó alguna de la que pueda inferirse que fue errada la forma como se imputaron los abonos a que se refiere el hecho veinte de la demanda. 
CONCLUSIONES Y DECISIÓN 

De acuerdo con lo expuesto y como la carga de probar el pago pesa sobre quien lo realiza, lo mismo que la indebida imputación de los abonos a que se refiere el hecho vigésimo de la demanda, lo que no logró el demandado, ha de revocarse la sentencia proferida y en su lugar, se declararán no probadas las excepciones propuestas; se ordenará seguir adelante la ejecución en la forma como se dispuso en el auto que libró orden de pago; liquidar el crédito, para lo cual se tendrán en cuenta los abonos realizados por la parte demandada después de formulada la demanda, por valores de $11.038.660, el 29 de julio de 2016, y otro por $2.643.034 el 5 de agosto del mismo año, a los que se refiere el escrito que obra a folios 105 a 108 del cuaderno principal, los que se imputarán primero a intereses de acuerdo con el artículo 1653 Del CC. Además, se condenará a la parte demandada a pagar las costas causadas en ambas instancias, las que se liquidarán por el juzgado de primera sede, con sujeción al artículo 366 del CGP, previa fijación de las agencias en derecho. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley
F A L L A:
1º REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 5 de marzo de 2018, en el proceso ejecutivo instaurado por la sociedad Centro Médico Preventivo y de Rehabilitación Cardiopulmonar S.A.S. contra Coomeva EPS S.A.S.

2º Se ordena seguir adelante la ejecución en la forma indicada en el auto que libró orden de pago.

3º Al liquidarse el crédito, se incluirán las sumas de $11.038.660 y $2.643.034 correspondientes a abonos realizados, en su orden, el 29 de julio de 2016 y el 5 de agosto del mismo año, los que se imputarán en primer lugar a intereses.
4º Costas en ambas instancias a cargo del demandado y a favor de la demandante, las que se liquidarán por el juzgado de primera sede, con sujeción al artículo 366 del CGP, previa fijación de las agencias en derecho. 

Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

Los magistrados, 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
10

